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nal, publicada en el suplemento al «Boletín Oficial del
Estade») número 62, de 14 de mano de 1989. C.4

Corrección de errores en el texto de la Sentencia número
113/1989, de 22 de junio, del Tribunal Constitucional.
publicada en el suplemento al «Boletín Oficial del EstadO»
númer.o 175. de 24 de julio de 1989. e5

Corrección de errores en el texto de la Sentencia número
114/1989, de 22 de junio, del Tribunal Constitucional,
publicada en el suplemento al «Boletín Oficial del EstadO»
número 175. de 24 de julio de 1989. e5

Corrección de errores en el texto de la Sentencia número
117/1989, de 22 de junio, del Tribunal Constitucional,
publicada en el suplememo al «Boletín Oficial del EstadO»
número 175, de 24 de julio de 1989. e5

Corrección de errores en el texto de la Sentencia número
118/1989, de 3 de julio, del Tribunal Constitucional. publi­
cada en el suplemento al «Boletín Oficial del Estado»
número 175, de 24 de julio de 1989. e5

Corrección de errores en el texto de la Sentencia número
I t9/1989, de 3 de julio, del Tribunal ConstitucionaL publi­
cada en el suplemento al «Boletín Oficial del Estado»
número 175, de 24 de julio de 1989. e5

Corrección de errores en el texto de la Sentencia número
121/1989, de 3 de julio, del Tribunal Constitucional, publi­
cada en el suplemento al «Boletín Oficial del Estado»
número 175. de 24 de julio de 1989 e5

Corrección de errores en el texto de la Sentencia número
122/1989, de 6 de julio, del Tribunal Constitucional, publi­
cada en el suplemento al «Boletín Oficial del Estado»
número 175, de 24 de julio de 1989. e5

Corrección de errores en el texto de la Sentencia número
123/1989. de 6 de julio, del Tribunal Constitucional, publi­
cada en el suplemento al «Boletín Oficial del Estado»
número 175, de 24 de julio de 1989. e5

faltas núm. 626/87, seguido ante el Juzgado dc Distrito numo II de los
de dicha capital.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda de amparo-so!1.-­
en síntesis, los siguientes:

a) Mediante escrito registrado por el Juzgado Decano de los del
Distrito de Madrid, don Antonio Loras Val verde formuló denuncia por
hechos derivados de circulación. correspondiendo su conocimiento al
Juzgado de Distrito núm. 10. con el núm. 647/87.

b) El conductor del vehículo contrario formuló, a su vez, denuncia.
que por reparto correspondió al Juzgado de Distrito núm. 11, que la
tramitó con el núm. 626/87.

c) Acordada.Ja acumulación de ambos procedimientos penales. el
Juzgado de Distnto numo I L tras la celebración del oportuno juicio,
dictó Sentencia por la que se condenaba al conductor contrario, don
Juan Maria Maestu Sendino. como autor de una falta tipificada en el
artículo 600 del Código Penal.

d) Recurrida por el señor Maestu la referida Sentencia. se tramitó
la apelación por el JU7gado de Instrucción núm. 32, con el núm. de
rollo 9Q/87·R. celebrándose la vista sin asistir don Antonio Loras
Valverqe. por no haber sido citado para ese acto. El Juzgado de
Instrucción revoCó la Sentencia apelada, dictando otra en fecha 22 de
septiembre de 1987, por la que se condenó al demandante de amparo
como ajltor de una falta prevista y penada en el art. 600 del Código
Penal. absolviendo a don Juan Maria Maestu Sendino.

3; Para fundamentar su pretensión el recurrente alega que la
resolución dictada por el Juzgado de Instrucción numo 32 de los de
Madrid ha infringido el arto 24 de la C.E.. en la medida en que al
haberse celebrado Ja vista de la alzada SlO previamente haber sido el
citado, se le ha negado la oportunidad de hacer valer su derecho.
condenandosele sin haber sido oído.

Solicita del Tribunal Constitucional se dicte Sentencia estimatoria
del recurso y, otorgando el amparo solicitado, declare la nulidad de la
Sentencia dictada por el Juzgado de Instrucción núm. 32 de los de
\1adrid, con fecha 22 de septiembre de 1987, retrotrayendo las actua-
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Sala Segunda. Sentencia 142/1989. de 18 de septiembre.
Recurso de amparo 1.336/1987. Contra Sentencia del
Juzgado de Inslnlcción número 31 de .\fadrid. dictada en
apelación en juicio verbal de fallas. Indefensión debida a
acto de comunicación procesal defectuoso

Sentencias.-Corrección de errores en el texto de la Sentencia
número '54/1 989, de 23 de febrero. del Tribunal Constitucio-

Sala Primera. Sentencia 148/1989, -de 21 de septiembre.
Re<:urso de amparo 818/l987, interpuesto por 103 Profeso­
res de EGB contra Autos de la Sala de lo Contenci0so­
Administrativo de la Audiencia Nacional. por los que se
tiene como ejecutada Sentencia anterior de la misma Sala.
Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva por
inejecución de Sentencia. BA

Sala Primera., Sentencia 149/l989, de 22 de septiembre.
Recurso de amparo 992/l987. Contra ,Auto de la Audiencia
Territorial de Sevilla denegatoria del recurso de súplica
interpuesto frente a providencia de la misma Sala. en la que
no se accedía a la ejecución solicitada por el ahora recurrente
de Sentencia firme dictada cinco años antes por la referida
Sala. Inejecución de Sentencia. B.10

Sala Primera. Sentencia 150/1989, de 25 de septiembre.
Recurso de amparo 517/1987. Contra Sentencia del Juzgado
de Instrucción de Noya dictada en apelación de juicio de
faltas. Derecho a la presunción de inocencia debido a
actividad probatoria no incriminatoria e infracción del
principio de legalidad penal. 8.14

Sala Primera. Sentencia 151/l989, de 26 de septiembre.
Recurso de amparo 1.026/1987. Contra Autos del Tribunal
Central de Trabajo y providencia de Magistratura de Tra­
bajo, dictados en procedimiento sobre pensión de invalidez.
Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva debido
a denegación de medida sustitutoria del depósito previsto
para el acceso al recurso de suplicación. el

Autos.-Auto de 19 de septiembre de 1989 resolviendo
recurso de aclaración a la Sentencia número 132/1989, de
fecha 18 de julio, de los recursos de inconstilUcionalidad y
conflicto positivo de competencia números 961/1985, 174,
398, 407, 410, 425 Y 504/1987, publicada en el «Boletín
Oficial del EstadO) número 190, de fecha 10 de agosto de
1989. CA

24466

En el recurso de amparo mimo 1.336/87, interpuesto por el Procura­
dor dc los Tribunales don Manuel Ledo Rodríguez. en nombre y
representación de don Antonio Loras Valverde, contra la Sentencia del
Juzgado de Instrucción núm. 32 de los de Madrid, de 22 de septiembre
de 1987. dictada en rollo de apelación núm. 50/87-R, correspondiente
al juicio verbal de faltas núm. 626/87, seguido ante el Juzgado de
Distrito núm. 1I de los de dicha capital. Han comparecido el Ministerio
Fiscal y don Juan María Maestu Sendino, representado por el Procura~

dar de los Tribunales don Luis Estrugo Muñoz, siendo Ponente el
Magistrado don Miguel Rodríguez~Piñero y Bravo-Ferrer.

la siguiente

2

L Por escrito presentado en el Registro General de este Tribunal el
dia 20 de octubre de 1987, don Antonio Loras Valverde interpuso
recurso de amparo contra la Sentencia del Juzgado de Instrucción
núm. 32 de los de Madrid. de 22 de septiembre de 1987, dictada en el
rollo de apelación núm, 90/87-R, correspondiente al juicio verbal de

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio L1orente, Presidente: don Antonio Truyol Serra.
don Eugenio Diaz Eimil, don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer
y don Alvaro Rodríguez Bereijo. Magistrados, ha pronunciado
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ciones al momento en que debió ser citado. senalando día)' hora con
citación de las partes para la celebración de la apelación mstada de
contrario.

4. Mediante providencia de 15 de fpbrero de 1988. la Sección
Segunda de este Tribunal acordó poner de manifiesto la posible
concurrencia de la causa de ¡nadmisibilidad que n:gulaba el arto 50.1, b)
-en su redacción originaria-, en relación con el 8l.l, ambos de la Ley
Orgánica del Tribunal Constitucional, por no comparecer el solicitante
de amparo por medio de Procurador y con asistencia de Abogado.
concediendo a dicho solicitante y al Ministerio Fiscal un plazo común
de diez días para que form ularen las alegaciones que tuvieren por
conveniente. En la misma providencia se concedió al interesado igual
plazo para que. si lo estimaba oportuno, pidiera la designación de dichos
profesionales del turno de oficio.

Por escrito presentado el día 26 de febrero de 1988, el I\Iinisterio
Fiscal eslÍmó que concurría el motivo de inadmisión puesto de
manifiesto por la Sección. Dentro del plazo concedido al efecto, el
recurrente designó Abogado y Procurador para defenderle y represen·
tarle. a don Alfredo Flórez Plaza y don Manuel Ledo Rodríguez,
respectivamente.

5. Por providencia de 7 de marzo de 1988. la Sección otorgó al
defensor y representante nombrados por el recurrente un plazo de diez
días a fin de que subsanasen los defectos de la solicitud inicial de
amparo. formalizando la demanda con sujeción a lo dispuesto en el
arto 49 de la Ley Orgánica del TribunaL Por escrito presentado el día 26
de marzo siguiente. la representación procesal del solicitante de amparo
formula demanda, reproduciendo integramente la solicitud inicial de
este.

6. Admitida a trámite la demanda de amparo por providencia de 6
de junio de 1988. la Sección acordó recabar del Juzgado de Instrucción
núm. 32 de los de Madrid y del de Distrito núm. 11 las correspondien~

tes actuaciones. y de este segundo, el emplazamiento de quienes
hubieren sido parte en las actuaciones, con exclusión del demandante de
amparo. para que comparecieran. si lo estimaban pertinente, en este
recurso a fin de sostener sus derechos.

7. Por escrito presentado el dia 30 de septiembre de 1988, el
Procurador de los Tribunales don Luis Estrugo Muñoz, actuando en
nombre y representación de don Juan María Maestu Sendino, solicitó
del Tribunal se le tuviera por personado en la representación que
acreditaba, ordenando se entendieran con él las sucesivas diligencias en
concepto de demandado.

Recibidas las actuaciones reclamadas a los dos Juzgados menciona­
dos y presentado el anterior escrito, la Sección, por providencia de 3 de
octubre de 1988, acordó tener por personado y parte en el recurso a don
Juan María Maestu Sendino. y dar vista de las actuaciones al recurrente,
Ministerio Fiscal y parte demandada para que. en el plazo común de
veinte días. formularen las alegaciones que tuvieren por conveniente.

8. Dentro del plazo concedido por la providencia citada en el
último término, el Ministerio Fiscal ha solicitado del Tribunal Constitu­
cional dicte Sentencia otorgando el amparo impetrado.

Para fundamentar tal solicitud argumenta que el recurrente fue
condenado en su ausencia por el Juez de apelación que cambió el
sentido del fallo de instancia. La cuestión reside en determinar si la no
presencia del entonces apelado es imputable al órgano judicial o, por el
contrario, a su propia neJ?ligencia. Se sabe que la citación a la vista se
hizo por telegrama, que fue eficaz para el apelante. De lo que no hay
constancia alguna en las actuaciones remitidas por el Juzgado de
Instrucción es que el telegrama remitido al demandante de amparo
llegara a su destinatario, ni de que el Juzgado, antes de celebrar la vista,
hiciese gestión alguna a fin de comprobarlo y actuar en consecuencia.

Siendo así. el Juzgado venía obligado, en aras de una real contradic~

ción con la consiguiente defensa contradictoria, a cerciorarse de que la
convocatoria había Uegado a su destino. No se hizo así, se celebró la
vista sin que el órgano judicial averiguara si la relación procesal habia
Quedado debidamente constituida. Las exigencias derivadas del
arto 24.1 de la CE., obligaban a comprobar Que el apelado habia sido
efectivamente convocado para obrar en consecuencia. Si después resulta
que en el rollo no hay constancia de que el modo de citar cumpliera su
f¡nalidad (no hay acuse de recibo o similar), es obligado concluir que no
existió negligencia por parte de Quien ahora recurre y Que la situación
de indefensión en que se ha encontrado es atribuible al órgano judi¡::ial.

9. Por escrito presentado el día 29 de octubre de 1988. el deman~
dante de amparo dio por reproducidas en su integridad las alegaciones
que vertió en su escrito de demanda.

La parte demandada, en escrito que tuvo su entrada el dia 2 de
noviembre. se opuso a la demanda de amparo razonando. en síntesis.
Que de las actuaciones remitidas se desprende sin ningun género de
dudas que apelantc y apelado fueron emplazados para comparecer ante
el Juzgado de Instrucción y Que ambos comparecieron en tiempo y
forma. Igualmente, consta que ambos interesados fueron citados para el
acto de la vista del recurso por medio de sendos telegramas. Forzosa·
mente se tiene que admitir que el apelado recibió el telegrama. ya que
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no consta en autos que no se hubiese podido entregar a su destinatario.
ni en el escnto del recurso de amparo sc dice que no lo reciblera y,
finalmente. porque no hay motivo especial para que el apelante lo
recibiera v no el apelado.

Quien' recurre en amparo sostiene que se ha vulnerado el arto 24 de
la CE., por haber sido condenado SIO haber sido oído. al celebrarse la
vista sin su asistencia y sin oportunidad de hacer valer su derecho. Esta
manifestación se puede interpretar de dos formas; Una. por celebrarse
sin su asistencia estando citado. y otra, por no haber sido citado para la
vista. Se ha de suponer que se trata del primer SUpUCSlO. ya que el
recurrente no dice en ningún momento que no hubIera recibido el
telegrama y que desconociera la fecha y la hora en que se celebraría la
vista. v por ello no acudió al acto. En este caso no eXiste conculcación
de derechos. ya que el interesado es libre de acudir o no a defendersc.

En el segundo supuesto. SI lo que se denuncia es la falta de CItación,
ello es una cuestión de hecho que el recurrente deberá probar. ya Que en
los autos consta lo contrario. Finalmente, si lo Que se pretende impugnar
es esa citación por inadecuada y contraria a la Ley. basta con leer el
contenido del párrafo tercero del arto 261 de la Ley de EnjuiCiamiento
Civil en su nueva redacción. el cual autoriza a utilizar los servicios
telegráficos cuando las circunstancias o las exigencias de celeridad lo
aconsejen para las comunicaciones.

No ha existido pues infracción alguna. ni de los principios de
Derecho ni de la Constitución Espanola. por lo que en ningún caso
puede concederse al recurrente el amparo que solicita.

10. Por providencia de 7 de noviembre de 1988. la Sección.
haciendo uso de lo dispuesto en el art. 88.1 de la LOTC, acordó dirigir
escrito a la Dirección General de Correos y Telégrafos. interesando
información sobre a quién y en qué fccha fue entregado el telegrama
oficial que. impuesto en el Gabinete Telegráfico de los Juzgados de la
plaza de Castilla, de Madrid. el día 6 de agosto de 1987. por el Juzgado
de Instrucción numo 32, iba dirigido a don Antonio Lora Valverde. con
domicilio en la calle Lucero. núm. 47, de Madrid. La Dirección General
citada comunicó que no le era posible facilitar la información requerida
por estar caducada y destruida. No obstante, se acordó la práctica de
actuaciones tendentes a averiguar si el referido telegrama oficial fue
entregado a su destinatario o si. por ausencia del mismo. fue devuelto
al Organismo impositor. A consecuencia de esas gestiones se han podido
incorporar a las actuaciones dos documentos. el primero de ellos que da
cuenta de no haberse podido entregar el telegrama oficial por ser el
destinatario desconocido. no ngurando en los buzones de las señas. y
que dicha incidencia de no entrega fue comunicada a los Juzgados de
Madrid.

Por providencia de 5 de dicicmbre de 1988, la Sección acordó
incorporar los anteriores documentos al proceso, dando traslado de los
mismos mediante copia a la representación del solicitante de amparo.
del demandado y al Ministerio Fiscal, para que en el plazo común de
diez dias alegaren lo que tuvieren por conveniente.

La represcntación del reCUI"!'ente y el Ministerio Fiscal. a la vista del
contenido de los anteriores documentos. se ratificaron en las alegaciones
que. respectivamente. formularon en el correspondiente trámite proce­
sal. no así la parte demandada. Que no presentó escrito alguno.

11. Por providencia de 3 de julio de 1989 se senaló para deliberª.­
ción y votación del presente recurso el día 18 de septiembre de 1989.

11. Fundamentos jurídicos

l. La cuestión debatida en el presente recurso de amparo es
dilucidar si la celebración por el Juzgado de Instrucción núm. 32 de los
de Madrid de la vista en el recurso de apelación. sin la asistencia del
entonces apelado y hoy solicitante de amparo don Antonio Loras
Valverde y la posterior Sentencia estimatoria del recurso. y condenatoria
para éste. han vulnerado las exigencias derivadas del derecho fundamen­
tal a obtener la tutela judicial efectiva. reconocido en el art. 24.2 de
la C.E.• con indefensión para el demandante de amparo.

2. El derecho a la defensa reconocido en el arto 24.1 de-la CE.,
implica la posibilidad de un juicio contradictorio en que las partes
puedan hacer valer sus derechos e intereses legitimas (STC 101/1986).
De ahí la especial trascendencia de los actos de comunicación del órgano
judicial con 'las partes. en especial. de aquel que se hace a Quien ha de
ser o puede ser parte en el procedimiento, pues. en tal caso. el acto de
comunicación es el necesario instrumento Que facilita la defensa en el
proceso de los derechos e intereses cuestionados (STC 36/1987). Se
trata. pues. con dichos actos de comunicación de garantizar la defensa
de los derechos e intereses legitimas de las partes. de modo que.
mediante la puesta en su conocimiento del acto o resolución que los
provoca, tengan aquéllas la oportunidad de disponer lo conveniente para
defender en el proceso sus derechos e intereses, de tal manera que su
falta o deficiente realización. siempre que se frustre la tinalidad con ellos
perseguida, coloca al interesado en una situación de indefensión que es
lesiva al derecho fundamental citado. salvo que la falta de comunicación
tenga su causa en la p.asividad o negligencia del interesado que adquirió
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En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN

ESPAÑOLA,

Dada en Madrid a dieciocho de septiembre de mil novecientos
ochenta y nueve.-Francisco Rubio Llorente.-Antonio Truvol
Serra.-Eugenio Díaz Eimil.-Miguel Rodríguez Piñero y Bravo­
Ferrer,-Alvaro Rodriguez Bereijo.-Firmados y rubricados.

La conclusión a que llegamos no se veria alterada aun en el supuesto
de que el hecho de la no recepción por el destinatario de la citación no
hubiera llegado a conocimiento del Juzgado, pues, en todo caso. éste,
ante la falta de constancia de la recepción por aquél del acto de
comunicación, debió, en cumplimiento de los deberes que le impone en
orden a garantizar el derecho a la defensa el arto 24 de la C.E., no
celebrar la vista hasta tanto constara en las actuaciones haberse hecho
la citación del hoy demandante y, en su caso, de no haberse podido
proceder a ella, tal y como a la postre ocurrió, adoptar las medidas que.
previstas en las leyes procesales, habilitan al órgano judicial para hacer
efectivo tal acto de comunicación.

fALLO

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y, en consecuencia:

1.0 Declarar la nulidad de la Sentencia de 22 de septiembre
de 1987, dictada por el Juzgado de Instrucción núm. 32 de los dc
Madrid, en el rollo de apelación núm. 90/87~R, correspondicnte al
juicio dc faltas núm. 626/87, seguido ante el Juzgado de Distrito
núm. 1I de los de dicha capital.

2.° Restablecer al recurrente en la integridad de su derecho a
obtener la tutela judicial efectiva sin indefensión, para 10 cual deberán
retrotraerse las actuaciones al momento en que debió ser citado en
forma para el acto de la vista del recurso de apelación.

Publíquese esta Sentencia en el '(~Boletín Oficial del Estado».

el Real Decreto-Ley 6/1978. Denegación Que le fue confirmada por
posterior Resolución ministerial de 13 de septiembre de 1985.

Interpuesto recurso contencioso-administrativo. por Sentencia de la
Audiencia Nacional de 30 de julio de 1987 (notificada -dice~ el 15 de
octubre siguiente) fue desestimado, rechazando la Sala plantear la
cuestión de inconstitucionalidad formulada por el recurrente.

3. Sc afirma en la demanda de amparo que el argumento dado por
la Sala de lo ContenclOso-Admlllistrativo de la Audiencia Nacional para ...
denegar el recurso es que los empleos militares obtcnidos por el
recurrente de Teniente y Capitán, según aparece enlos Diarios Oficiales
del M lOisteno de Defensa. son con carácter proviSIOnal «en campaña».
Sin embargo, omite la Sentencia el empleo de Alférez, que fue obtenido
en la Escucla Popular de Guerra de Barcelona, siendo ese empleo
nombramiento definitivo en calidad de profesional stricto sensll. Por
ello. la exclusión que se ha hecho del empleo de Alférez incurre en
inconstitucionalidad, de acucrdo con la Sentcncia del Tribunal Constitu-_
cional de 7 (sic) de julio de 1987 (cuestión de inconstitucionalidad núm.
107/1986. sobre el arto I del Real Decreto-ley 6/1978).

Igualmente, y en relación a los nombramientos de Teniente y
Capitán en campaña, se sena la que era imposible su consolidaCión dado
el resultado de la Guerra Ci vil, por 10 que estima el recurrente que la
¡nconstitucionalidad debe extcnderse también a los empleos de Teniente
y Capitán obtenidos en campaña.

Por consiguiente, el art. I del Real Decreto-ley de 6 de marzo de 1978
vulnera el arto 14 de la Constitución, ya que las limitaciones que impone
no se han exigido a los funcionarios civiles en el Real Decreto·ley de 30
de julio de 1976, por el que se concede amnistía por todos los delitos y
faltas de intencionalidad política y opinión, ni en el Real Decreto
19/1977, de 14 de marzo, y Ley 46/l977, de 15 de octubre. que han
hecho posible que a los funcionarios civiles les fueran reconocidos los
títulos. nombramientos y empleos concedidos por el Gobierno de la
República entre el 18 de julio de 1936 y el I de abril de 1939.

Concluye solicitando de estc. Tribunal sea otorgado el amparo. se
declare la nulidad de las ResolUCiones del Ministcrio de Dcfensa y la de
la Sentcncia que las confirmó Y. consecuentemente, sc reconozca al
recurrcntc. que ostentó los empicas dc Alférez, Teniente y Capitán, los
beneficios previstos por el Real Decreto-ley 6/1978. ya que su arto les
inconstitucional por VIolar el art. 14 de la Constitución, al imponer unas
limitaciones que no se han exigido a los funcionarios civiles.

4. Por providencia de 21 de diciembre de 1987. la Sección Primera
del Tribunal acordó poner de manifiesto al recurrente y al Ministerio

24467 Sala Segunda. Sentencia 143/1989, de 18 de septiemhre.
Recurso de amparo 1.45411987. Contra Resoluciones del
.llinisterio de Defensa, confirmadas por Sentencia de la
Audiencia Nacional. Supuesta vulneración del principio de
igualdad: Denegación de los beneficios pre~'istos en el
Decreto-ley 611978 a los militares republicanos.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Francisco Rubio L1orente, Presidente; don Antonio Truyol Serra,
don Eugenio Díaz Eimil, don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo·Ferrer
y don Alvaro Rodríguez Bereijo, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

conocimiento del acto o resolución por otros medios distintos
(SSTC 9/1981, 1/1983,22/1987,72/1988 Y 205/1988),

Por ello, y aun con mayor atención en el proceso penal, el
emplazamiento y citación h~n de ser realizados por el órgano judicial
con todo el cuidado y respeto de las normas procesales que regulan
dichos actos de comunicación como deber específico integrado en el de
la tutela judicial (STC 157/1987), dado que el emplazamiento y, en su
caso, la citación no son un formalismo, sino una garantía para el
afectado en el procedimiento y una carga que corresponde Ilevar'a cabo
al órgano judicial, que forma parte del contenido esencial del derecho
consagrado en el arto 24 de la C.E. (STC 37/1984).

En consecuencia, es esencial a los referidos actos de comunicación la
recepción de la cédula por el destinatario y la constancia en las
actuaciones, a salvo los casos de citación edictal, de que se ha entregado
a quien debe recibirla, siempre con el designio de que, llegando a poder
del interesado, pueda éste disponer de su defensa (STC 1/1983). De aquí
que el arto 271 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, aun cuando
permite que los actos de comunicación puedan practicarse por medio de
correo, de telégrafo o de cualquier otro medio técnico, condiciona su
utilización a la constancia de su práctica y de las circunstancias
esenciales de la misma.

3. En el supuesto debatido, para la citación del solicitante de
amparo a fin de que compareciere al acto de la vista, que fue señalado
para el día 30 de septiembre de 1987, por el Juzgado de Instrucción se
emitió un telegrama en fecha 7 de agosto. Este telegrama no llegó a
poder de su destinatario pese a que iba dirigido a las señas de su
domicilio y, aun cuando tal circunstancia fue puesta en conocimiento
del Juzgado el día 8 de agosto, no se suspendió el señalamiento y se
celebró el acto sin la presencia de aquél, con la consecuencia conocida
de la estimación del recurso y condena para el ausente como autor de
una falta de simple imprudencia sin infracción reglamentaria, con
resultado de daños, tipificada en el arto 600 del Código Penal. Es claro,
pues, que, con tal actitud, el órgano judicial ha incumplido las exigencias
que le impone el arto 24.1 de la C.E., al provocar que don Antonio
Loras, al no ser citado, no tuviera conocimiento del señalamiento
practicado, causándole indefensión, con vulneración de los principios de
audiencia y defensa, ya que se decidió sobre sus derechos e intereses
legítimos sin habérsele dado la posibilidad de alegar y probar aquellos
que hubiera tenido por conveniente.

I. Antecedentes

En el recurso de amparo 1.454/87, interpuesto por don Edmundo
Esplugas Torne. representado por la Procuradora de los Tribunales doña
Maria Luz Albácar Medina. y asistido por el Letrado don Alonso
Lecuona Ravina, contra Resoluciones del Ministerio de Defensa, de 9 de
julio y 13 de septiembre de t985. Y Sentencia de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional de 30 de julio
de 1987.

Han comparecido el Ministerio Fiscal y el Abogado del Estado en
representación de la Administración Pública. Ha sido Ponente el
Magistrado don Antonio Truyol Serra, quien expresa el parecer de la
Sala.

l. La Procuradora de los Tribunales. doña María Luz Albácar
Medina, en nombre de don Edmundo Esplugas Tomé, mediante escrito
presentado en el Juzgado de Guardia el 7 de noviembre de 1987 y
registrado en este Tribunal el dí~ I1 siguiente, formuló demanda de
amparo contra las Resoluciones del Ministerio de Defensa de 9 de julio
y l3 de septiembre de 1985, confirmadas por Sentencia de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional de 30 de julio
de 1987, por vulnerar el arto 14 de la Constitución.

2. Los hechos en que se funda la demanda de amparo son los
siguientes:

Al solicitante de amparo, por Resolución del Ministerio de Defensa
de 9 de julio de 1985. le fueron denegados los beneficios previstos por

/.~;~.:,;
'O'~ •

0;;i~
:~!.~:J~
""'0"-.:,;;(

:i:1:~
~..~~

r. ·~.ii

~~I~~
~:~)~t
::li..:


